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la desigualdad producida no ofrece más justificación, en definitiva, que
la que arranca de la diferencia de sexo,

A tenor de lo dicho, el órgano judicial debió considerar derogada por
la Constitución la norma que establece esa desigualdad de trato en vez
de aplicarla en sus propios términos, originando en la práctica un claro
atentado al arto 14 de la Constitución. Pudo también, si entendía Que el
precepto aplicable podía ser inconstitucional, plantear la consiguiente
cuestión ante este Tribunal, tal como ha hecho algún otro órgano
judicial. En uso de sus propias facultades decidió no obstante la
aplicación, en su tenor literal, de la norma discriminatoria cuya
legitímidad aceptó a partir de una interpretación insuficiente de las
exigencias Que derivan del principio constitucional de igualdad, de cuya
plena vigencia es este Tribunal el garante supremo.

Esta constatación nos lleva naturalmente a la concesión del amparo
solicitado. No obstante y al igual que en la STC 144/1989, nuestro fallo,
aunque estimatorio del recurso, no puede abarcar los mismos términos
que los contenidos en la STC 253/1988, en la que la Sentencia de
instancia había reconocido el derecho a pensión por entender que el
viudo reunía también el resto de las condiciones del arto 3 del Decreto­
ley de 2 de septiembre de 1955. No ha sido así en este caso, pues tanto
la resolución del INSS como la Sentencia de la Magistratura de Trabajo
deniegan la pensión solicitada por la condición de viudo del recurrente,
sin analízar y verificar la concurrencia de las demás exigencias legales
que justifican la concesión de la pensión, lo que deberá hacerse, en su
caso, una vez reconocido por nuestra parte el derecho del actor a no ser
discriminado.

Sala Segunda. Sentencia 177/1989, de 30 de octubre.
Recurso de amparo 1.612/1987. Contra Auto de Ja Sala
Primera del Tribunal Supremo, inadmitiendo recurso de
casación contra sentencia de Ja Audiencia Territorial de
Zaragoza, en autos de mayor cuantia sobre nulidad de
actuaciones de juicio de desahucio. Vulneración del derecho
a la tutela judicial efectiva como resultado de una interpre­
tación formalista del requisito de habilitación de Abogado.

La Sala ~unda del Tribunal Constitucional, compuesta por don
Francisco RublO Dorente, Presidente; don Antonio Troyol Serra, don
Eugenio Díaz Eimil, don Miguel Rodriguez-Piñero y Bravo-Ferrer, don·
José Luis de los Mozos y de los Mozos y don Alvaro Rodríguez Bereijo,
ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo numo 1.612/1987, interpuesto por el
Procurador de los Tribunales don Antonio García Martínez. en nombre
y representación de don Fernando Arroyo Simón, bajo la dirección de
Letrado, contra auto de la Sala Prirpera del Tribunal Supremo de 27 de
octubre de 1987, que acuerda la tnadmisión de recurso de casación
contra la sentencia de la Sala de lo Civil de la Audiencia Territorial de
zaragoza, en autos de mayor cuantía sobre nulidad de actuaciones de
juicio de desahucio. Han sido partes don Antonio Virto Calvo y don
Enrique Ruiz Serrano, representados por el Procurador don Eduardo
Muñoz Cuéllar y el Ministerio Fiscal. Ha sido Ponente el Magistrado
don Eugenio Diaz Eimi1, quien expresa el parecer de la Sala.

1. Antecedentes

l. Por escrito presentado en el Registro General de este Tribunal el
dia 7 de diciembre de 1987, el Procurador de los Tribunales don
Antonio García Martínez, actuando en nombre y representación de don
Domingo Fernando Arroyo Simón, interpuso recurso de amparo contra
el auto de la Sala Primera del Tribunal Supremo de 27 de octubre de
1987 que decretó la inadmisión del recurso de casación interpuesto por
el demandante contra la sentencia de la Sala de lo Civil de la Audiencia
Territorial de Zaragoza de 3 de julio de 1987, recaída en el juicio
declarativo núm. 346 de menor cuantía, procedente del Juzgado núm. 3
de Zaragoza.

Se impugna también la providencia del mismo órgano jurisdiccional
de 16 de noviembre de 1987, que desestimó el recurso de súplica
interpuesto contra la anterior.

2. Se basa la detpanda en los siguientes hechos:

a) En virtud de escrito de fecha 14 de septiembre de 1987, se
formalizó ante la Sala Primera del Tribunal Supremo recurso de
casación por infracción de Ley y doctrina legal, contra la sentencia
dictada por la Sala de lo Civil de la Audiencia Territorial de Zaragoza,
al numo 346, en fecha 3 de julio de 1987, en grado de apelación, en los
autos del juicio declarativo l?rdinario de menor cuantía procedentes del
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FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional, POR LA
AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN DE LA NACIÓN
EsPAÑOLA,

Ha decidido
Estimar el recurso de amparo interpuesto por don Luis López

Rodríguez y, en consecuencia:

l.0 Declarar la nulidad de las resoluciones de la Dirección Provin­
cial del Instituto Nacional de la Seguridad Social de Oviedo de, 22 de
abril y 13 de julio de 1987, así como de la Sentencia de la Magistratura
de Trabajo de Mieres de 24 de octubre de 1987, recaída en los autos
632/87.

2.0 Reconocer el derecho del recurrente a no ser discriminado por
razón de sexo en su condición de viudo de la trabajadora beneficiaria del
Seguro Obligatorio de Vejez de Invalidez. pudiendo optar, en igualdad
de condiciones que las establecidas en el Decreto-ley de 2 de septiembre
de 1955 para las viudas, a la prestación que dicha norma recon~.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del Estado». i~_;

Dada en Madrid a treinta de octubre de mil novecientos oche~ta y
nueve.-Francisco Rubio Llorente.-Antonio Truyol Serra.-Eugenio Díaz
Eimil.-Miguel Rodriguez-Piñero y Bravo-Ferrer.-José Luis de los
Mozos y de los Mozos.-Alvaro Rodríguez Bereijo (firmados y rubrica­
dos).

Juzgado de Primera InstanCIa núm. 3 de Zaragoza contra don Enrique
Ruiz Serrano. don Antonio Virto Calvi, don Ignacio Giménez Usón,
don Francisco Javier Tresaco Navarro y las Compañías mercantiles
«Gestión Económico Administrativa, Sociedad Anónima» y -«Oh de
Bailar, Sociedad Anónima», sobre nulidad de actuaciones de juicio de
desahucio por falta de pago de determinado arrendamiento de local de
negocio y sobre indemnización de daños y perjuicios.

En el propio escrito de interposición del recurso de casación se hacía
constar, por medio de otrosí que «en virtud de'lá pertinente habilitación
legal, autorizada por el vigente Estatuto General de la Abogacía,
comparece y firma este escrito, como en las dos instancias de este
proceso, el propio Letrado recurrente», don Domingo Fernando Arroyo
Simón, Abogado en ejercicio, matriculado en el R. e I. Colegio de
Abogados de Zaragoza, pero no en el de Madrid, al que solicitó
oportunamente la pertinente habilitación, por cuanto había nevado la
dirección técnica de las dos instancias del juicio declarativo.

b) El citado escrito de interposición del recurso de casación, por lo
demás, se presentó ante el órgano jurisdiccional competente, el día 24
de septiembre de 1987, es decir, dentro del término de cuarenta días que
prevé el arto 1.704 de la ley de Enjuiciamiento Civil, que vencía al
siguiente día 3 de octubre de 1987; debidamente fundamentada y con los
requisitos de forma exigidos por el art. 1.707 de dicha Ley procedimen·
tal, y acompañado de los documentos pertinentes, a tenor del art. 1.706
de la misma Ley.

Es de des~ que, entre los quince motivos en. q~e se a~ya~ el
recurso de casactón, uno de ellos, el segundo, consIstia en «mfracclón
por violación del art. 24, apartado primero, de la vigente Constitución
Española».

e) Una vez interpuesto el recurso, en cumplimiento de lo dispuesto
en el arto 1.709 de la Ley de Enjuiciamiento Civíl, se pasaron las
actuaciones al Ministerio FIscal, quien, estimando el recurso procedente
en su totalidad, devolvió aquéllas con la fórmula de «visto».

d) En esta situación, con fecha 27 de octubre de 1987, la Sala dicta
un auto que fue notificado al siguiente día 30, y por el que se declara
no haber lugar a la admisión del recurso, imponiendo al recurrente el
pago de las costas causadas, con base en un simple fundamento de
Derecho del siguiente tenor literal. «De conformidad con lo dispuesto en
el art. 10, en relación con lo dispuesto en el art. 1.704 de la Ley de
Enjuiciamiento Civil, se declara la firmeza de la sentencia por haber
transcurrido el plazo para la formalización del recurso, ya que el
presentado aparece firmado por Abogado no habilitado para ejercer en
este Colegio, ni consta la autorización que previene la Ley de 8 de julio
de 1980.»

e) Por estimar esta Resolución no ajustada a Derecho y lesiva para
los derechos del actor, causando lesión a su derecho fundamental a una
tutela judicial efectiva, interpuesto en el arto 402 de la Ley de
Enjuiciamiento Civil, en virtud de escrito de fecha 3 de noviembre de
1987, al que acompañó documento justificativo de que con fecha 24 de
septiembre de '1987, esto es, dentro del término de emplazamiento que,
por cuarenta dias, le había concedido la Audiencia Territorial de
Zara~oza para ante la Sala Primera del Tribunal Supremo, había
soliCItado del excelentísimo señor Decano del R. e 1. Colegio de
Abogados de Madrid, la habilitación prevista en la Ley 38/1980, de 8 de
julio, en virtud de escrito acompañado de sendas certificaciones
acreditativas de su pertenencia al R. e 1. Colegio de Abogados de
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Zaragoza y de haber intervenido como Letrado en las d~s intanCl3S del
juicio declarativo del que dimanaba el recurso de casacIón.

3. Considera el demandante que la resolución recurrida constituye
una infracicon del deret:ho a la tutelajudical efectiva que la Constitución
consagra en el arto 24.1 al haber sufrido las con~uencias de fallos
burocráticos de los que no es responsable, y haberse mterpretado la Ley,
y en concreto las normas reguladoras de la casación, de modo formalista.
citando, en apoyo de su pretensión de amparo, las SSTC 87/1986,
132/1987, 140/1987 y, en especial. la 13911987, recaida, a su juicio, en
caso idéntico al que aquí plantea.

4. El 15 de febrero de 1988 se dictó providencia admitiendo a
trámite el recurso y, recibidas Il,ls actuaciones judiciales reclamadas, se
acordó, por providencia de 4 de mayo, tener por persona:dos en ~l'

procedimiento a don Antonio Virto Calvo y a don Ennque RUIZ
Serrano, representados por el Procurador don Eduardo Muñoz-Cuéllar
Pernia, r dar vista de las actuaciones a l~s partes personadas y al
Ministeno Fiscal para que en el plazo de VeInte días puedan presentar
las alegaciones que estimen pertinentes.

5. El demandante de amparo formuló alegaciones que, en esencia,
reproducen las contenidas en su escrito de demanda, añadiendo que el
análisis de las actuaciones remitidas por el Tribunal Supremo permite
sostener que el supuesto del recurso es idéntico al resuelto por la STC
139/1987 y, en su consecuencia, procede aplicar la doctrina establecida
en la misma y conforme a ella, considerar la habilitación del Letrado un
requisito subsanable de hecho. subsanado en el presente caso y, en su
virtud, declarar que las resolucíones impugnadas,. al interpretar lo
contrario. han vulnerado el derecho a la tutela judicial efectiva, dejando
al demandante en situación de definitiva indefensión.

6. El Procurador don Eduardo Muñoz..cuéllar Pernia, en nombre
de los personados en el procedimiento, solicitó la denegación del
amparo con base en las siguientes alegaciones, sucintamente expuestas.

El demandante de amparo no se preocupó de acelerar y recoger la
habilitación para aportarla directamente con el escrito de formalización
del recurso dentro del término del emplazamiento o esperar a formalizar
ese escrito cuando tuviera la habilitación. como era procedente. dando
lugar con ello a que el Colegio lo habilitara quince días después de haber
expirado el plazo, sin" Que, por otro lado, tampoco conste que hiciese
constar al Colegio el término del plazo a fin de que agilizase la
habilitación. ..

Ello evidencia una absoluta negligencia, acentuada por su condición
de Abogado: De una parte, esperó sesenta y tres días para solicitar la
habilitación y, de otra. se desentendió de ella. no urgiendo su despacho
y entrega, dejando a la mayor o menor diligencia del Colegio la
habilitación y su remisión al Tribunal Supremo, que no tiene por qué
suplir obligaciones de la parte.

Como muestra de la contumacia en esa negligencia es de resaltar el
hecho de que en el juicio de desahucio que origina todas las actuaciones
posteriores incurrió en rebeldía al no comparecer a pesar de estar citado,
no recurrió en apelación la sentencia de desahucio, dejando que
adquiriese firmeza y contra ésta no utilizó el juicio de revisión ante el
Tribunal Supremo, en donde pudo discutir su rebeldía y, en su caso. su
indefensión, utilizando. en cambio, el recurso de audiencia para la
rescisión de la sentencía, pero lo hizo fuera de plazo y fue desestimado,
incurriendo en nueva negligencia, siendo además que el Juez declara que
la tramitación del juicio de desahucio fue correcta, aunque después, en
el declarativo de menor cuantía posterior, que origina estas actuaciones,
el mismo Juez hace una apreciación distinta sin haber variado las
circunstancias.

A continuación, en el escrito se citan los am. 10 y 1.710 de la Ley
de Enjuiciamiento Civil, el 1.0 de la Ley 38/1980, de 9 de julio. y el 22
del Estatuto General de la Abogacía. aprobado por Real Decreto
2.090/1982, de 24 de julio, señalando que no existe norma procesal
alguna que obligue, ni siquiera faculte al órgano judicial para subsanar
la falta de firma de Letrado habilitado. ya que la habilitación ha de
existir realmente y con carácter previo.

Después de hacer abundante cita de Sentencias del Tribunal Consti­
tucional y del arto 44.1, b), de su Ley Orgánica, afirmando en relación
con este precepto, que la pérdida del recurso de casación no es imputable
al órgano judicial, sino a la negligencia del recurrente, hace un análisis
de laS SSTC 132/1987 Y 139/1987. Ytermina suplicando la denegación
del amparo.

7, El Ministerio Fiscal interesó el otorgamiento del amparo con
fundamento esencial. en la doctrina especifica que sobre la materia
-habilitación del Abogado- establece la STC 139/1987, que otorgó el
amparo en un asunto exactamente igual al presente, desde el punto de
vista constitucional, pues la única diferencia es que en esa sentencia el

- proceso era penal y en este recurso es civil.
Después de transcribir parcialmente la Sentencia citada y señalar la

secuencia cronológica de los hechos concernientes a la habilitación del
Abogado, concluye que el órgano judicial actuó con criterio formalista
desproporcionado, que ocasionó la grave consecuencia de privar al actor
de un recurso legal debido y conduce de modo natural al otorgamiento
del amparo.
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8, El 3 de julio se dictó providencia. señalando para deliberación y
votación del recurso el 30 de octubre de 1989.

11. Fundamentos juridicos

l. El presente recurso de amparo se interpone contra Auto de la
Sala de lo Civil del Tribunal Supremo de 27 de octubre de 1987, en el
que se declara no haber lugar a la admisión de recurso de casación con
fundamento en venir firmado el escrito de su formalización, presentado
dentro de plazo, por Abogado no habilitado para ejer~ en Madrid, ni
constar la autorización que previene la Ley de 8 de julio de 1980.

Alega el demandante de amparo que dicha inadmisión vulnera el
derecho a la tutela judicial efectiva, reconocido en el arto 24.1 de la
Constitución, en cuanto que es resultado de una interpretación restric­
tiva, fonnalista y desproporcionada del requisito de habilitación del
Abogado que es incompatible con el derecho de acceso a los recursos
legaJemente establecidos que garantiza el citado derecho fundamental.

2. Reiterada y constante doctrina constitucional, partiendo de la
idea general de que la inadmisión de un recurso por el órgano judicia!
no supone, en principio, vulneración del derech,? ~ la tutela judicial 51
el recurrente incumple los presupuestos y reqUiSItos procesales legal­
mente establecidos. ha matizado que. sin embargo, la inadmisión de los
recursos es una garantia de la integridad objetiva del proceso y no una
sanción a la parte que incurra en defectos procesales -y que, por ello, no
debe rechazarse un recurso defectuosamente interpuesto o formaUzado.
sin dar previamente ocasión ~ la subsanación, de los d~~fectos adve~i~os,
siempre que no tengan su ongen en una actitud neglIgente o mahctOsa
del interesado y no dañe la regularidad del procedimiento, ni los
intereses de la parte contraria, lo cUfll equivale a decir que el derecho a
la tutela judicial impide la clausura' de un procedimiento por defectos
que puedan subsanarse, sin peIjuicio de otros. derec~os o in~ereses
igualmente legítimos, estando. en su con5eC1:lencla, obhgado ~I organo
judicial a rechazar toda interpretación formahsta y despropomonada de
los presupuestos procesales que le conduzca a negar el' acceso a, la
jurisdicción. debien~o. ~n su lugar. utilizar aquell~ o~~ que resuJ~ ser
la más favorable al ejercIcio del derecho a la tutelajudlClaI, concedIendo
a la parte la posibilidad de subsanar los defectos u omisiones procesales
que sean susceptibles de subsanación, en los términos anteriormente
expresados, tal y corno. por otro lado. dispone el arto 11.3 de la Ley
Orgánica del Poder Judicial (SSTC 132/1987, 140/1987 Y95/1988, entre
otras). ,. l··' 'fiLa doctrina general expuesta ha SIdo objeto de ap lCaCtOn especl lca
al requisito de la habilitación de Abogado prevista en la Ley de 8 de julio
de 1980 por la STC 139/1987, en la que, en síntesis, se señala que dicha
Ley tiene la finalidad de regular de modo más elástico y permisivo, con
criterios de generalidad, la actuación de los, Abogados col~a~9s.
permitiendo su intervención en los recursos, nacidos de la causa JudICIal
oripnaria. que hayan. de proseguirse por imperativo legal e~ sedes
junsdiccionales distintas a la de la demarcación de su ColC$Io y se
configura la habilitación prevista en esa Ley como reqUIsito no
estrictamente procesal, sino circunstancialmente incidente en el orden
procesal que merece, en el caso contemplado por ,la Sentencia. la
calificación de falta subsanable, llegándose a la decISIón de otorgar el
amparo por considerar que el Auto recurrido vulneró el derecho.3: la
tutela judicial al no- haberse tenido por subsanada la falta de hablhta­
ción, a pesar de constar ésta en las actuaciones en -el momento de
dictarse el Auto de inadmisión del recurso.

El supuesto aquí contemplado se manifiesta en términos .idénticos al
resuelto por la citada sentencia, pues también aparece acredltado que el
Auto recurrido fue dictado el 27 de octubre, cuando ya constaba en los
autos la habilitación colegial, que había sido presentada el día anterior.
26 de octubre, y por tanto debe estimarse, al igual que se hizo en la
Sentencia referida, que la interpretaCión amplia y flexible que merece !a
exigencia del requisIto de la habilitación prevista en la Ley de 8 de juho
de 1980, imponía al órgano judicial el tener por subsanado el defecto
cometido en el momento de la formalización del recurso de casación y
que, al no haberlo acordado así, vulneró el derecho a la tutela judicial
y más concretamente, el derecho al acceso a los recursos legalmente
establecidos, que se integra en dicho derecho fundamental.

En contra de ello carece de relevancia el que la STC 139/1987 se
refiera a casación penal y en el caso presente se trate de casación civil.
ya que la doctrina anteriormente expuesta es de general aplica~ón con
mdependencia de la naturaleza del recurso de que se t~te, carectendo de
igual relevancia el que la habilitació~ se. haya acredItado ~espués de
haber transcurrido el plazo de fonnahzactón del recurso asl como las
alegaciones de negligencia o mala fe que se imputan al demandante de
amparo por los comparecidos en concepto de demandados, puesto que,
en relación con lo primero, es de considerar que el incumplimiento total
del requisito no dispensa al órgano judicial del deber de conceder un
plazo razonable para su subsanación que, en la mayoría de los casos,
hará inevitable que la subsanación se realice fuera del plazo de
formalización del recurso y es, por ello que la única extemporaneidad a
considerar será la que se produzca en relación con el plazo de
subsanación y na la que -pueda producirse respecto. al plazo de
formalización del re,curso. dado que ésta es consecuencta nonn,!l del
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trámite de' subsanación, no siendo además aceptable que la pane que
subsana por propia iniciativa sea objeto de trato más desfavorable que
aque,ll~"que, habiendo observado total pasividad en el cumplimiento del
requiSIto, procede a la subsanación a requerimiemodel órgano judicial
y, en relación con lo segundo, es obvio que la circun$tancia de que el
demanda:nl~ de al?p~r? haya. subsanado el defecto cometido sin esperar
al requenm.le!1to JudiCIal aleja toda sospecha de negligencia o mala fe,
cuya operatividad debe ponderarse en relación exclusiva con la conducta
observada en la formalización del recurso de casación y al margen, por
lo tanto, de la que pueda haber mantenido en instancias judiciales
anteriores al recurso de casación.

FALLO
En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional, POR LA

AUTORIDAD QUE LE CONFiERE LA CONSTITUCIÓN DE LA NACIÓN
ESPAÑOLA,

Ha decidido
Otorgar el amparo solicitado por don Domingo Fernando Arroyo

Simón y. en su vinud, acuerc!a:

1.0 Anular el Auto de la Sala de lo CiviJ del Tribunal Supremo de
27 de octubre de 1987. así como las providencias de 29 de octubre y 17
de noviembre del mismo año (esta ultima fechada por error a 17 de
octubre), resoluciones todas ellas dictadas en el rollo de Sala numero
l.223 de 1987.

2.° Reconocer al demandante de amparo el derecho a la tutela
judicial efectiva y,

3.° Restablecer al demandante en la integridad de dicho derecho y,
a tal efecto, retrotraer las actuaciones judiciales al momento procesal de
la ~dmisión del recurso de casación, para que se resuelva sobre éste,
temendo en cuenta la alegada subsanación del defecto inicialmente
apreciado.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletin Oficial del Estado».

Dada en Madrid a treinta de octubre de mil novecientos ochenta y
nueve.-Francísco Rubio LJorente.-Antonio Truy01 Serra.-Eugenio Diaz
Eimil.-Miguel Rodríguez-Piñero y Bravo-Ferrer.-José Luis de los
Mozos y de los Mozos.-Alvaro Rodríguez Bereijo.-Firmados y rubrica­
dos.

SENTENCIA

EN NOMBRE DEL REY

1. An*cedentes
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o..'
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propio Tribunal Constitucional se dé vista del expediente al recurrente
en el momento procesal oportuno para que. a su vista, pueda formular
las alegaciones que convenga a' sus derechos.

b) Que a los efectos de acreditar la voluntad concurrente de los
otorgantes del poder en el que se nombra Comisionado de los mismos
al señor Ruiz Gallardon, se acompaña documento acreditativo de la
existencia del acuerdo concreto de los poderdantes, en número superior
a 50, de recurrír los preceptos indicados en la Ley 53/1984.

c) Que con independencia de los motivos alegados en el recurso y
al amparo de lo establecido en' el art. 39.2 de la LOTC, se establezca en
la sentencia la inconstitucionalidad de la Ley recurrida por infracción de
cualesquiera otros preceptos constitucionales. hayan o no sido invoca­
dos expresamente en el recurso.

3. Tras exponer los correspondientes fundamentos jurídico-proce­
sales (competencia: le~timación, representación y postulación, objeto
del recurso y plazo de'mterposición del mismo) los recurrentes estructu­
ran los fundamentos jurídico~materialesen los que apoyan su pretensión
en ocho «motivos de inconstitucionalidad» que sintetizamos a continua~
ción:

A) Motivo primero: La concurrencia de alguno de los motivos de
inconstitucionalidad alegados en el recurso interpuesto contra la Ley
30/1984, de Medidas para la Reforma de la Función Pública.

Los recurrentes señalan, a este respecto, que sin perjuicio de las
consideraciones específicas que hacen en la propia demanda, se remiten
a las formuladas en el recurso de inconstitucionalidad contra la citada
Ley 30/1984, bajo los «motivos» segundo (para fundamentar la declara­
ción de inconstitucionalidad de la ,disposición final primera de la Ley
53/1984, por atribuir a ésta el carácter de básica), tercero (por infringir
el principio constitucional de reserva de Ley). sexto (por violación de los
arts. 9.3 )' 33.3 de la Constitución, en relación con los principios de
irretroactIvidad de las normas restrictivas de derechos indiViduales,
seguridad jurídica, interdicción de la arbitrariedad y privación de
derechos sin indemnización, así como de la jurisprudencia constitucio­
nal interpretativa de tales principios), sexto, en su apartado 11.5 (por
violación del arto 35 de la Constitución en relación con el derecho al
trabajo), y octavo (por violación de 'los arts. 9:3 Y 33.3 y 35 de la
ConstitucIón por parte del arto 3.2 de la Ley 53/1984, Que declara
incompatible la percepción de pensiones y el desempeño de un puesto
de trabajo en el sector público).

B) Motivo segundo: Violación de los principios del sistema de
incompatibilidades de los funcionarios públicos establecido en la Consti­
tución.

Partiendo como punto de arranque del sistema de incompatibilida­
des en la Constitución y de que, en consecuencia, no cabe sostener que
todo sistema de incompatibilidades funcionariales sea inconstitucional,
pero tampoco afirm(l.r que cualquier regulación sobre las incompatibili~

dades resulte conforme con la Constitución, y de que ésta se refiere a
este respecto exclusivamente a funcionarios, por lo que, en principio, no
podría aplicarse tal sistema a quienes no gozasen de la condición estricta
de funcionarios públicos, los recurrentes de~pliegan su argumentación en
torno a los siguientes puntos que resumimos así:

a) Debe resaltarse, ante todo, la heterogeneidad del ámbito subje­
tivo de las incompatibilidades previstas en la Constitución, y, conse­
cuentemente. de su alcance: Tutor del Rey (an. 60.2); Diputados y
Senadores (arts. 67.1 y 70.1): miembros del Gobierno (art. 98); miem­
bros del Consejo General del Poder Judicial (art. 122.2); Jueces,
Magistrados y Fiscales (an. 127): miembros del Tribunal de Cuentas
(art, 136.3), y miembros del Tribunal Constitucional (art. 159.4).

b) De ahi se deduce que si a diferencia de otros textos constitucio­
nales. y en contraste con lo previsto para otros supuestos en el mismo

Pleno. Sentencia 178/1989. de 2 de no~·iembre. Recurso de
inconstilucionalidad 27211985. Promovido por 54 Dipu-.
tados del Congreso contra determinados preceptos de la Ley
53/1984, de 26 de diciembre, de Incompatibilidades del
Personal al servicio de las Administraciones Públicas.
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En "el recurso de inconstitucionalidad núm. 272/85, promovido por
don Jósé María Ruiz Gallardón, Comisionado al efecto por 53 Dipu­
tados del Congreso, contra determinados preceptos de la Ley 53/1984,
de 26 de diciembre. de Incompatibilidades del personal al servicio de las
Administraciones Públicas. Han sido parte el Senado y el Gobierno de
la Nación, representado por el Abogado del Estado. Ha sido Ponente el
Magistrado don Alvaro Rodríguez Bereijo, quien expresa el parecer del
Tribunal.

la siguiente

El Pleno del Tribunal Constitucional, compuesto por don Francisco
Tomás:y Valiente, Presidente; don Francisco Rubio Llorente, don
Antonio Truyol Serra. don Fernando García-Món y González-Regueral,
don Carlos de la Vega Benayas, don Eugenio Díaz Eimil. don Miguel
Rodrígúez-Piñero y Bravo-Ferrer, don Jesús Leguina Villa, don Luis
LópezGuerra, don José Luis de los Mozos y de los Mozos, don Alvaro
Rodríguez Bereijo y don Vicente Gimeno Sendra, Magistrados, ha
pronunciado -

l. .Por escrito presentado en el Registro General de este Tribunal el
día 30'de marzo de 1985 don José Maria Ruiz GaHardón, Comisionado
por 53 Diputados. todos ellos del Grupo Parlamentario Popular del
Congreso, interpone recurso de inconstitucionalidad contra determina­
dos preceptos de la Ley.53/1984, de 26 de diciembre, de Incompatibili­
dades qel Personal al servicio de las Administraciones Públicas, publi­
cada en el «Boletín Oficial del Estado» de 4 de enero de 1985.

A tal efecto, solicita que se declare la .inconstitucionalidad y
consiguiente nulidad de los siguientes preceptos por violación de los
artkul.os de la Constituc~ón que se citan:

a) :Disposición final primera, por violación del an. 14&.1.l8 de la
Constitución y de la doctrina del Tribunal Constitucional sobre la
legislación básica.

b). OAniculos 1, apartados J y 2; 2.1 f); 3, apartado 1, y, por
conexión, Jos arts. 4, S, 6, 7 Y8, por violación del art. 9.3 y del arto 103.3.

"en relación con el arto 39.1 de la Constitución.
c) Los arts. 12, apartados c) y,d); 13, 16, Y 19, apartados d), f), g)

y h). por violación del art. 103.3, en relación con el art. 35.1 de la
Constitución.

d) Los ans. 6, 7, apartado 1: 8, apartado 2. y '1 L apartado 2, por
violación de Jos arts. 9.3,93.1, 103.3 Y 149.1.18 de la Constitución.

e) . Los ans. 1. apartados 1 y 2; 3, apartado 1. y, por conexión, Jos
arts. 4. .5. 6. 7 Y 8, por violación del art. 33.3 de la Constitución.

2. Mediante otros tantos «otrosíes» los recurrentes solicitan tam­
bien de' este Tribunal:

a) Que de acuerdo con el arto 88.1 de la LOTC, se recabe del
Ministerio de la Presidencia deJ Gobierno cuantos antecedentes consti­
tuyan el expediente de elaboración de la Ley impugnada y que por el


